ACCION DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL - Evolución jurisprudencial / ACCION DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL - Procedencia excepcional de la acción de tutela cuando la providencia judicial vulnera derechos fundamentales / ACCION DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL - Requisitos generales de procedencia y causales específicas de procedibilidad / ACCION DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL - Providencia cuestionada resolvió apelación en proceso de reparación directa contra el Distrito Turístico y Cultural de Cartagena debido a la no entrega real y material de un bien inmueble adquirido a través de un remate

La Sala considera que en el presente caso se encuentra totalmente demostrada la ocurrencia del llamado defecto fáctico por violación del principio de congruencia y un desconocimiento abierto y palpable del precedente jurisprudencial en materia de fallos extra petita, así como la existencia de un defecto material o sustantivo por la indebida y equivocada interpretación que se hizo de las normas referentes a la reparación integral y al reconocimiento de perjuicios dentro de las acciones de reparación directa. En efecto, los falladores de instancia se escudan en la aplicación de los principios de reparación integral y iura novit curia, para reconocer unos perjuicios no solicitados en la demanda, omitiendo la expresa prohibición de dicho actuar en esta Jurisdicción, teniendo en cuenta la naturaleza rogada que imprimió el Código Contencioso Administrativa y la aplicación inexorable del principio de congruencia, especialmente, en las acciones de reparación directa; por no hablar del respeto del derecho al debido proceso que le asiste a la parte condenada por hechos o pretensiones de las cuales no se pudo defender en debida forma. Para la Sala, la interpretación que hace el Tribunal Administrativo de Bolívar, sobre la reparación integral es totalmente desmedida y equivocada, pues la Jurisprudencia de la Sección Tercera claramente desarrolló dicho principio en aras de resarcir, en lo posible, en principio, las graves violaciones de derechos humanos frente a las cuales el simple reconocimiento económico no era suficiente, por lo tanto el Juez podía ordenar medidas conmemorativas, simbólicas o de no repetición, tendientes a la protección y reparación del individuo, independientemente de que estas hubieran sido solicitadas en la demanda. No obstante, dicho desarrollo jurisprudencial en manera alguna podría trasladarse al reconocimiento de pretensiones netamente económicas que no hubiesen sido plasmadas en la demanda, pues de aceptarse una interpretación así, se estaría desvirtuando la naturaleza jurídica propia de la reparación integral, la cual no fue concebida para subsanar yerros o negligencias de quien no demanda correctamente ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

FUENTE FORMAL: COGIDO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTICULO 304 / CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTICULO 305 / LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 207
NOTA DE RELATORIA: En lo atinente a la providencia de Sala Plena de esta Corporación que modificó el criterio jurisprudencial en el sentido de admitir la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial cuando aquella viole derechos fundamentales, consultar: sentencia del 31 de julio de 2012, expediente: 11001-03-15-000-2009-01328-01(AC), MP. María Elizabeth García González. En sesión del 23 de agosto de 2012, la Sección Primera acogió los parámetros establecidos en la C-590 de 2005, requisitos generales de procedencia y requisitos o causales especiales de procedibilidad, en el estudio de la acción de tutela contra providencia judicial. Sobre el principio de reparación integral, ver: sentencia de 21 de noviembre de 2013, exp. 1998-02368 (29764), y sentencia de 19 de agosto de 2009, exp. 18364, ambas C.P Enrique Gil Botero.
ACCION DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL - Ampara los derechos fundamentales al debido proceso, defensa y contradicción / FALLO EXTRA PETITA - Transgresión al principio de congruencia / SENTENCIA CUESTIONADA RECONOCIO PERJUICIOS NO SOLICITADOS EN LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA - Vulneración al debido proceso, al derecho de defensa y contradicción
En el presente caso, sucedió lo que expresamente está prohibido en las normas señaladas y en la extensa Jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, pues el Tribunal Administrativo de Bolívar, no solo confirmó el fallo del a quo en el sentido de condenar al Distrito de Cartagena por la suma de $311.709.724, por concepto de lo pagado por el inmueble adquirido en el remate, en la modalidad de perjuicios materiales, a título de daño emergente, a pesar de que la misma sociedad actora en el proceso de reparación directa manifestó que ese no era el objeto o pretensión de la demanda, sino que también lo condenó por la suma de $9.776.416.836, como lucro cesante, a sabiendas de que dicho perjuicio no había sido solicitado, tal y como en el mismo fallo lo reconoció en su parte considerativa situación que vulnera ostensiblemente el principio de congruencia que debe regir en estas decisiones y de contera, los derechos fundamentales al debido proceso, defensa y contradicción del ahora actor… Los precedentes jurisprudenciales transcritos demuestran con suficiencia que el Tribunal Administrativo de Bolívar falló por fuera de lo pedido, al reconocer perjuicios y montos económicos que no fueron solicitados en las pretensiones de la demanda, por lo tanto se violaron ostensiblemente los principios de congruencia y justicia rogada y de contera, los derechos fundamentales al debido proceso, defensa y contradicción del actor. Por otra parte, para sustentar el reconocimiento de unos perjuicios no solicitados en la demanda, el Tribunal Administrativo de Bolívar, además de invocar la aplicación del principio de la reparación integral, que, como ya se explicó, no tenía cabida jurídica en este caso, le dio prevalencia a una regla contenida en el artículo 1731 del Código Civil, que establece la forma como debe repararse el daño, sobre el principio de congruencia y de justicia rogada que rige en la Jurisdicción Contencioso Administrativa, lo que también constituye una evidente vulneración del debido proceso del ahora tutelante. La regla referida por el Tribunal Administrativo de Bolívar establece que el daño debe ser reparado con el reconocimiento tanto del daño emergente, como el lucro cesante; sin embargo, en la Jurisdicción Contencioso Administrativa, éstos deben ser solicitados como pretensiones de la demanda, pues el Juez no tiene la facultad para reconocerlos de oficio, como equivocadamente se hizo en el presente caso, prueba de ello son las innumerables sentencias en las que la Sección Tercera revoca dichas decisiones por vulnerar el principio de congruencia. Finalmente, la Sala advierte que el objeto inicial de la acción de reparación directa fue el reconocimiento de unos valores causados por la demora en la entrega de un bien inmueble que la Sociedad Medical Universal Solutions S.A. MUNSO S.A., había adquirido del Distrito de Cartagena, en desarrollo de un remate llevado a cabo dentro de un proceso de Jurisdicción Coactiva, por lo tanto, en la mitad del proceso no era posible sorprender al demandado con un fallo en el que se reconocían perjuicios no pedidos en la demanda, con fundamento en hechos nuevos que cambiaban por completo el objeto de la misma.

FUENTE FORMAL: CODIGO CIVIL - ARTICULO 1731
NOTA DE RELATORIA: Sobre el cumplimiento del principio de congruencia en los fallos proferidos en las acciones de reparación directa, ver: sentencia de 14 de marzo de 2013, exp. 1994-07760 (26078), C.P .Mauricio Fajardo Gómez; sentencia de 9 de diciembre de 2011, exp. 20410, C.P. Danilo Rojas Betancouth; sentencia de 17 de abril de 2013, exp. 2002-02051 (36566), C.P. Hernán Andrade Rincón. En cuanto a la inobservancia del principio de congruencia, ver: Corte Constitucional, sentencia T-450 de 4 de mayo de 2011, C.P. Manuel José Cepeda.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION PRIMERA

Consejera ponente: MARIA ELIZABETH GARCIA GONZALEZ

Bogotá, D.C., diecisiete (17) de julio de dos mil catorce (2014)
Radicación número: 11001-03-15-000-2014-00464-00(AC)

Actor: DISTRITO TURISTICO Y CULTURAL DE CARTAGENA DE INDIAS

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLIVAR - SALA DE DESCONGESTION-
Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el actor, contra la sentencia de 9 de agosto de 2013, proferida por el Tribunal Administrativo de Bolívar en Descongestión, mediante la cual se modificó el numeral segundo del fallo de 29 de junio de 2012, dictado por el Juzgado Primero Administrativo de Descongestión del Circuito de Cartagena, en el sentido de reconocer como perjuicios materiales, por concepto de lucro cesante, la suma de $9.776.416.836 y, se confirmó en lo demás la decisión del a quo, dentro de la acción de reparación directa promovida por la empresa Medical Universal Solutions S.A. “MUNSO S.A.”, radicada bajo el núm. 130012331002-2005-01890-01.
I.1.-    La Solicitud.

El Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de Indias, interpuso acción de tutela contra el Tribunal Administrativo de Bolívar en Descongestión, con el fin de obtener el amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa, contradicción y acceso a la Administración de Justicia.
I.2 Hechos.

Manifestó que la Sociedad Medical Universal Solutions S.A., instauró, en su contra, una acción de reparación directa con la finalidad de que se le declarara responsable administrativamente, por la no entrega oportuna de un bien inmueble que le fuera adjudicado a dicha empresa el día 28 de enero de 2004. 

Adujo que en primera instancia el proceso fue conocido por el Juzgado Primero Administrativo de Descongestión del Circuito de Cartagena, quien profirió sentencia el 29 de junio de 2012, en la que declaró al Distrito administrativamente responsable y lo condenó al pago de perjuicios materiales causados a la sociedad demandante por valor de $311.709.724.oo. 

Indicó que dicha decisión fue apelada por ambas partes, por lo que en segunda instancia el Tribunal Administrativo de Bolívar en Descongestión, profirió fallo de 9 de agosto de 2013, en el cual se confirmó la sentencia del a quo, pero se modificó el numeral segundo de la parte resolutiva de la misma, en el sentido de condenarlo no solo a título de daño emergente sino también de lucro cesante, por la suma de $9.776.416.836.oo, que corresponden a lo dejado de percibir como valorización del inmueble no entregado oportunamente. 

Mencionó que la referida sentencia de segunda instancia vulneró sus derechos fundamentales pues incurrió en un “defecto fáctico por incongruencia externa por ultra petita o por extra petita” al condenarlo a pagar sumas no pedidas por el accionante en el proceso de reparación directa y con fundamento en hechos no alegados en la demanda. 

I.3 Pretensiones.

El actor solicitó que se amparen los derechos fundamentales invocados y como consecuencia de ello, se deje sin efecto el fallo de segunda instancia proferido por el Tribunal Administrativo de Bolívar en Descongestión el 9 de agosto de 2013, dentro de la acción de reparación directa radicada bajo el núm. 2005-01890 y se le ordene estudiar nuevamente el caso y decidirlo conforme a las directrices que se plasmen en la presente sentencia, aislando del análisis los hechos y el sustento jurídico alegado como incongruente. 

I.4 Defensa.

El Tribunal Administrativo de Bolívar en Descongestión, afirmó que la decisión adoptada en segunda instancia en el proceso objeto de la presente tutela, no se encuentra incursa en ninguno de los supuestos que hacen procedente el uso de la acción de tutela contra providencia judicial, ya que fue una sentencia debidamente motivada en sus aspectos fácticos y jurídicos.

Adujo que el fallo fue producto de la aplicación estricta de las normas legales vigentes, en particular, del precedente vertical relacionado con la reparación integral del daño y del artículo 16 de la Ley 446 de 1998.

Expresó que en el trámite del proceso contentivo de la acción de reparación directa resultó demostrado que la sociedad demandante adquirió en subasta pública un bien inmueble, sometido a remate por el Distrito de Cartagena en el marco de un proceso de Jurisdicción Coactiva; que lo pagó oportunamente y que a pesar de los múltiples requerimientos elevados al ente territorial, no se logró la entrega del mismo. Igualmente, señaló que se encontró probado que a través de un proceso de pertenencia se declaró como propietarios del inmueble referido a unos terceros, quienes acreditaron haber mantenido la posesión de éste por el término indicado en la Ley para que operara en su favor la prescripción extraordinaria extintiva del derecho de dominio.        

Bajo ese entendido, sostuvo que el Distrito incurrió en una falla del servicio, al haber perdido el bien inmueble que le adeudaba a la sociedad demandante, en virtud de que ésta lo había adquirido en la subasta pública referida, por lo que la decisión procedente no era otra que la de reparar el daño causado, para lo cual acudió a los preceptos contenidos en el Código Civil, Código de Comercio y Código de Procedimiento Civil.

Resaltó que al proferirse la sentencia de segunda instancia, se encontró que el Distrito de Cartagena había incurrido en una falla del servicio, con la cual se vulneró el principio de confianza legitima que le asistía al comprador del bien objeto de remate, por lo tanto aún cuando el ente territorial se eximiese de la obligación de hacer la entrega material del mismo, persistía la carga de repararle el daño causado por esta situación.

I.5 Intervenciones.   

La sociedad Medical Universal Solutions S.A. MUNSO S.A., en su escrito de intervención, manifestó que para la época en la que interpuso la demanda, las pretensiones que allí se establecieron no podían ser otras, ya que se encontraba a la espera de que el Distrito de Cartagena realizara la entrega material del bien que había adquirido en el remate; sin embargo, en el mes de mayo de 2011, se profiere una sentencia dentro de un proceso de pertenencia que cursaba en el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Cartagena, la cual le otorga la propiedad del predio a unos terceros por prescripción adquisitiva del dominio y en tal virtud, le advirtió al Juez de los perjuicios adicionales que esta decisión le ocasionaba, los cuales ya no comprendían únicamente la demora en la entrega material del bien, sino también la pérdida del mismo.  

Adujo que de no haber fallado el Tribunal Administrativo de Bolívar, con fundamento en el principio de reparación integral, se hubiese visto obligado a iniciar un nuevo proceso contencioso administrativo.  

Señaló que el Distrito tuvo la oportunidad de cuestionar la condena impuesta por el Juzgado Primero Administrativo de Descongestión del Circuito de Cartagena, en particular, lo referente a la aplicación del principio de reparación integral; sin embargo, dicho tema no fue objeto de reproche en el recurso de apelación interpuesto.  

El Juzgado Primero Administrativo de Descongestión del Circuito de Cartagena, no hizo pronunciamiento alguno.

II. - CONSIDERACIONES DE LA SALA:

Un primer aspecto que interesa resaltar, es que la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en sentencia de 31 de julio de 2012 (Expediente núm. 2009-01328, Actora: Nery Germania Álvarez Bello, Consejera ponente doctora María Elizabeth García González), en un asunto que fue asumido por importancia jurídica y con miras a unificar la Jurisprudencia, luego de analizar la evolución jurisprudencial de la acción de tutela contra providencias judiciales tanto en la Corte Constitucional como en esta Corporación, concluyó que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala había sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente núm. AC-10203) han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales  fundamentales. De ahí que a partir de tal pronunciamiento se modificó ese criterio radical y se declaró la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, cuando se esté en presencia de la violación de derechos constitucionales fundamentales, debiéndose observar al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente.     

En sesión de 23 de agosto de 2012, la Sección Primera adoptó como parámetros jurisprudenciales a seguir, los señalados en la sentencia C-590 de 8 de junio de 2005, proferida por la Corte Constitucional, sin perjuicio de otros pronunciamientos que esta Corporación o aquella elaboren sobre el tema.

En la mencionada sentencia la Corte Constitucional señaló los requisitos generales y especiales para la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial, así:

“Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales son los siguientes:

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones[4]. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar con toda claridad y de forma expresa porqué la cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los derechos fundamentales de las partes. 

b. Que se hayan agotado todos los medios  -ordinarios y extraordinarios-  de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable[5].  De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos.  De no ser así, esto es, de asumirse la acción de tutela como un mecanismo de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas autoridades judiciales, de concentrar en la jurisdicción constitucional todas las decisiones inherentes a ellas y de propiciar un desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de esta última. 

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración[6].  De lo contrario, esto es, de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos.

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora[7].  No obstante, de acuerdo con la doctrina fijada en la Sentencia C-591-05, si la irregularidad comporta una grave lesión de derechos fundamentales, tal como ocurre con los casos de pruebas ilícitas susceptibles de imputarse como crímenes de lesa humanidad, la protección de tales derechos se genera independientemente de la incidencia que tengan en el litigio y por ello hay lugar a la anulación del juicio.

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible[8].  Esta exigencia es comprensible pues, sin que la acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y no previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad en cuanto al fundamento de la afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de sus derechos.

f. Que no se trate de sentencias de tutela[9].  Esto por cuanto los debates sobre la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse de manera indefinida, mucho más si todas las sentencias proferidas son sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, proceso en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión de la sala respectiva, se tornan definitivas.  

… Ahora, además de los requisitos generales mencionados, para que proceda una acción de tutela contra una sentencia judicial es necesario acreditar la existencia de requisitos o causales especiales de procedibilidad, las que deben quedar plenamente demostradas. En este sentido, como lo ha señalado la Corte, para que proceda una tutela contra una sentencia se requiere que se presente, al menos, uno de los vicios o defectos que adelante se explican. 

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. 

c.  Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales[10] o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 

f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

g.  Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

h.  Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una Ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado[11]. 

i.  Violación directa de la Constitución.”

En el presente caso se advierte que el actor pretende que se deje sin efecto la sentencia de 9 de agosto de 2013, proferida por el Tribunal Administrativo de Bolívar, dentro de la acción de reparación directa radicada bajo el número 2005-01890, por medio de la cual se modificó el numeral segundo del fallo de 29 de junio de 2012, dictado por el Juzgado Primero Administrativo de Descongestión del Circuito de Cartagena, en el sentido de condenar al Distrito no solo al pago de los perjuicios materiales a título de daño emergente sino también por concepto de lucro cesante.

A la citada providencia se le atribuye la vulneración de los derechos constitucionales fundamentales al debido proceso, defensa, contradicción y acceso a la Administración de Justicia, habida cuenta de que, a juicio del actor, el Despacho Judicial señalado incurrió en un defecto fáctico al fallar más allá de lo pedido (ultra o extra petita), es decir, al condenarlo a pagar sumas no solicitadas en la demanda y con fundamento en hechos no alegados en el proceso contentivo de la acción de reparación directa.  

En efecto, el actor sostuvo que el Tribunal Administrativo de Bolívar, profirió una sentencia incongruente, en la cual hubo una evidente disparidad entre lo pedido, lo probado y lo debatido en proceso, toda vez que la Sociedad demandante en la acción de reparación directa lo que solicitó fue el reconocimiento y pago de las sumas que resultaban accesorias a la no entrega de un bien inmueble que había adquirido a través de una subasta, pero nunca pidió la restitución del dinero entregado como precio u oferta del bien rematado, ni la indexación de la misma, ni los intereses del valor pagado.

Igualmente, adujo que la sentencia de segunda instancia reconoció indebidamente a favor de la sociedad demandante dentro del proceso contentivo de la acción de reparación directa, la suma de $9.776.416.836.oo, por concepto de lucro cesante o valor dejado de percibir como valorización del bien desde el momento en que fue adquirido hasta la fecha de la sentencia, a pesar de que en la demanda, no obra ninguna pretensión al respecto.   

Finalmente, sostuvo que en la demanda no se invocó como soporte fáctico la pérdida del inmueble sino la mora en su entrega física, por lo tanto, el hecho nuevo constitutivo de la prescripción adquisitiva del dominio declarada por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Cartagena a favor de unos terceros, no podía ser el fundamento para condenarlo a título de lucro cesante, pues esto constituía un saneamiento por evicción o por vicios redhibitorios que debía ser reclamado como una nueva pretensión y no con el simple aporte de la mencionada sentencia ordinaria.    

Teniendo en cuenta lo anterior, el problema jurídico del presente caso se centra básicamente en dilucidar si lo fallado por el Tribunal Administrativo de Bolívar, excedió lo pretendido por la Sociedad demandante dentro de la acción de reparación directa objeto del presente mecanismo constitucional y si los fundamentos fácticos expuestos en la demanda no son congruentes con la decisión de condenar al Distrito de Cartagena al pago de unos dineros por la presunta falla en el servicio en la que incurrió. 

Habida cuenta de que en el presente caso se cumplen los presupuestos generales previstos en la sentencia C-590 de 8 de   junio de 2005, la Sala precisa lo siguiente: 

En aras de establecer la existencia del defecto aludido y la presunta conculcación de los derechos constitucionales fundamentales invocados por el actor, es menester consultar el contenido de la providencia en cuestión. 

El fallo de 9 de agosto de 2013, proferido por el Tribunal Administrativo de Bolívar, modificó la sentencia de 29 de junio de 2012, emanada del Juzgado Primero Administrativo de Descongestión Circuito de Cartagena, en el sentido de condenar al Distrito de Cartagena, no solo al pago del daño emergente tasado en $311.709.724.oo, sino que también reconoció perjuicios materiales por lucro cesante en suma de $9.776.416.836.oo, los cuales corresponden a lo dejado de percibir como valorización del inmueble no entregado a la sociedad actora dentro de la acción de reparación directa.

Sostuvo el Tribunal que el Distrito de Cartagena incumplió su obligación de realizar la entrega material de un bien inmueble que previamente había sido adjudicado a la Sociedad Medical Universal Solutions S.A. MUNSO S.A., dentro de un proceso de subasta pública, por lo tanto, había lugar a la reparación del daño generado con esta actuación irregular de la Administración Distrital, el cual era susceptible de ser valorado económicamente, teniendo en cuenta que se trataba de una empresa con fines de lucro que esperaba obtener utilidades con la adquisición del inmueble no entregado.  

Afirmó que existía responsabilidad del Distrito de Cartagena, pues los elementos probatorios recaudados en el expediente demostraban que la Administración, injustificadamente, privó a la sociedad demandante del recibo material y formal del inmueble rematado a su favor, sin que para el momento de proferir el fallo, hubiese lugar a que se surtiera dicha actuación, pues una declaración judicial dentro de un proceso de pertenencia, ya había radicado el derecho de dominio del bien por prescripción adquisitiva a favor de unos terceros, por lo tanto lo que se produjo fue la evicción del inmueble adquirido por la subasta. 

En la sentencia cuestionada, el ad quem hizo énfasis en que el Distrito de Cartagena nunca advirtió a la sociedad adquiriente del bien de las limitaciones que afectaban los derechos reales sobre el mismo, ni tampoco desvirtuó la presunción legal contemplada en el artículo 1730 del Código Civil, según la cual se presume que la pérdida de la cosa debida en poder del deudor, o durante la mora del deudor, ha tenido como causa un hecho suyo.   

Aunado a lo anterior, el Tribunal Administrativo de Bolívar, reconoció como perjuicios materiales por concepto de lucro cesante, la suma de $9.776.416.836, para lo cual argumentó que a pesar de no haber sido solicitada como pretensión en la demanda, el artículo 1731 del Código Civil, que establece la forma como debe repararse el daño; el principio iura novit curia y el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, autorizaban al Juez a reconocer una reparación integral, que, a su juicio, puede incluir sumas no pedidas por los accionantes.   

Teniendo en cuenta los argumentos expuestos, lo primero que es importante resaltar es que el debate jurídico que se presenta en la acción de tutela no versa sobre la responsabilidad del Distrito de Cartagena en los hechos que fundamentaron la acción de reparación directa ni en la eventual existencia del daño allí alegado, sino en la presunta incongruencia entre lo pedido y lo fallado dentro del proceso, razón por la cual es importante realizar un recuento fáctico del caso, a fin de tener claridad de lo sucedido.

La Sociedad Medical Universal Solutions S.A. – MUNSO S.A., interpuso una demanda en ejercicio de la acción de reparación directa, contra el Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de Indias, debido a la no entrega real y material de un bien inmueble adquirido a través de un remate dentro de un proceso de Jurisdicción Coactiva iniciado a los dueños del predio.

Dentro de la referida demanda, se formularon expresamente las pretensiones que a continuación se transcriben, conforme obra en el expediente contentivo de la acción de reparación directa:  

“PRIMERA: Que se declare que el DISTRITO TURÍSTICO Y CULTURAL DE CARTAGENA DE INDIAS es administrativamente responsable de los daños y perjuicios causados al patrimonio económico de la demandante con motivo de la falla del servicio consistente en la omisión administrativa de no haberle entregado oportunamente el inmueble identificado con la referencia catastral No. 01-10-0085-0003-000 y matricula inmobiliaria No. 060-48865, el cual le fue adjudicado el día 28 de enero de 2004, dentro del proceso de Jurisdicción Coactiva por la Tesorería Distrital de Cartagena. 

SEGUNDA: Que como consecuencia de la declaratoria anterior, se condene a el (sic) DISTRITO TURÍSTICO Y CULTURAL DE CARTAGENA DE INDIAS, a reconocer y pagar a mi poderdante a título de indemnización por el perjuicio económico ocasionado, la suma de $33.320.289, resultante de los siguientes conceptos:

a.- Interés corriente dejado de percibir sobre la suma pagada como precio del remate $11.317.821.72, liquidados desde el 11 de febrero de 2004 hasta la fecha, a la tasa 7.30% efectiva anual, correspondiente a 18 meses.

b.- La suma de $11.143.905, por concepto de indexación de la suma $160.160.000, pagada como precio del remate.

c.- La suma de $1.433.271, por concepto de interés bancario corriente liquidado al 18.85% anual, sobre la suma de $4.804.800, correspondiente a el valor del impuesto del 20% sobre el valor del remate, de que trata el artículo 7 de la Ley 11 de 1987.

d.- La suma de $1.343.338, por concepto de interés bancario corriente liquidado al 18.85% anual, sobre la suma de $4.503.330, correspondiente a el valor de los gastos de registro del remate en la oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Cartagena.

e.- Valor que le corresponde pagar por concepto de impuesto predial $8.081.954.

g.- El valor de los impuestos que se causen durante el tiempo que tarde el trámite del proceso.

TERCERA. Que se ordene que a la sentencia favorable se le dé cumplimiento en el término previsto en el artículo 176 del Código Contencioso Administrativo y se haga efectiva de conformidad con el artículo 177 ibídem.

CUARTA: Que se condene en costas a el (sic) DISTRITO TURÍSTICO Y CULTURAL DE CARTAGENA DE INDIAS, incluyendo las agencias en derecho correspondientes.”

Posteriormente, a través de sentencia de 29 de junio de 2012, el Juzgado Primero Administrativo de Descongestión del Circuito de Cartagena, declaró administrativamente responsable al Distrito de Cartagena por la omisión de no haberle entregado el inmueble referido a la sociedad Medical Universal Solutions S.A. y lo condenó a pagar la suma de $311.709.724, en la modalidad de perjuicios materiales.

Para determinar el referido monto, el a quo manifestó que, además de lo expresamente solicitado por la sociedad actora, en el expediente se encontraba demostrado que ésta también había pagado $160.160.000, como valor del remate del inmueble adquirido, por lo tanto debía ser reconocido, en cumplimiento del principio de reparación integral establecido en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998 y en consonancia con lo señalado en una sentencia de la Sección Segunda del Consejo de Estado, Consejera Ponente Bertha Lucia Ramírez de Páez, radicado núm. 2000-02501, en la que se afirmó que en el Juez debe decidir acerca de aspectos que a pesar de no haber sido planteados expresamente por las partes, están implícitos en las pretensiones o en las excepciones propuestas.       

Esta sentencia fue apelada por ambas partes, y en particular, la sociedad Medical Universal Solutions S.A. – MUNSO S.A., mostró su inconformidad con lo decidido, pues como actora dentro del proceso de reparación directa no perseguía la restitución indexada de lo que invirtió en la compra del inmueble, sino los perjuicios ocasionados por no poder desarrollar su actividad comercial y lucrativa.

Igualmente, el apoderado de dicha sociedad, manifestó que el Juzgado debió reconocerle como utilidades la suma de $9.278.430.000, la cual un perito dictaminó como precio actual del inmueble, máxime si tenía en cuenta que en la actualidad no había posibilidad material de entregar el predio, pues este había sido adquirido por unos particulares a través de un proceso de pertenencia, tal y como se desprendía del fallo de 18 de mayo de 2011, proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Cartagena, el cual constituía una prueba sobreviniente de un hecho nuevo, que podía ser resuelto en la misma sentencia a fin de evitar el inicio de un nuevo proceso judicial y los traumatismos propios de dicho trámite.

Finalmente, como ya se dijo, el Tribunal Administrativo de Bolívar, modifica la sentencia y no solo reconoce lo que el a quo ya había hecho, es decir, los $311.709.724 como daño emergente, sino que también condena al Distrito, por concepto de lucro cesante, a pagar la suma de $9.776.416.836, correspondiente a lo dejado de percibir como valorización del inmueble y sustenta la decisión reiterando lo mencionado por el Juzgado Primero Administrativo de Descongestión del Circuito de Cartagena, en lo que respecta a la posibilidad de reconocer una pretensión no pedida en virtud del principio de la reparación integral establecido en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998 y en la misma sentencia de la Sección Segunda de esta Corporación.

Ahora bien, teniendo en cuenta los fundamentos de hecho y de derecho que sustentaron las providencias judiciales referidas, en particular, la de segunda instancia que es objeto de la acción de tutela, la Sala considera que en el presente caso se encuentra totalmente demostrada la ocurrencia del llamado defecto fáctico por violación del principio de congruencia y un desconocimiento abierto y palpable del precedente jurisprudencial en materia de fallos extra petita, así como la existencia de un defecto material o sustantivo por la indebida y equivocada interpretación que se hizo de las normas referentes a la reparación integral y al reconocimiento de perjuicios dentro de las acciones de reparación directa.

En efecto, los falladores de instancia se escudan en la aplicación de los principios de reparación integral y iura novit curia, para reconocer unos perjuicios no solicitados en la demanda, omitiendo la expresa prohibición de dicho actuar en esta Jurisdicción, teniendo en cuenta la naturaleza rogada que imprimió el Código Contencioso Administrativa y la aplicación inexorable del principio de congruencia, especialmente, en las acciones de reparación directa; por no hablar del respeto del derecho al debido proceso que le asiste a la parte condenada por hechos o pretensiones de las cuales no se pudo defender en debida forma.  

Para la Sala, la interpretación que hace el Tribunal Administrativo de Bolívar, sobre la reparación integral es totalmente desmedida y equivocada, pues la Jurisprudencia de la Sección Tercera claramente desarrolló dicho principio en aras de resarcir, en lo posible, en principio, las graves violaciones de derechos humanos frente a las cuales el simple reconocimiento económico no era suficiente, por lo tanto el Juez podía ordenar medidas conmemorativas, simbólicas o de no repetición, tendientes a la protección y reparación del individuo, independientemente de que estas hubieran sido solicitadas en la demanda. 

No obstante, dicho desarrollo jurisprudencial en manera alguna podría trasladarse al reconocimiento de pretensiones netamente económicas que no hubiesen sido plasmadas en la demanda, pues de aceptarse una interpretación así, se estaría desvirtuando la naturaleza jurídica propia de la reparación integral, la cual no fue concebida para subsanar yerros o negligencias de quien no demanda correctamente ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa.  

En este sentido, vale la pena resaltar que la propia Sección Tercera de esta Corporación, dejó claro que a pesar de que el principio de la reparación integral no está limitado únicamente para los casos en los que exista graves violaciones de derechos humanos, pues en todas las demandas en la que se juzgue la responsabilidad del Estado se pueden pedir diferentes medidas de reparación, sí estableció que en los eventos en que dichas situaciones no se presenten, el Juez no puede decretar pretensiones de oficio.

Sobre el particular, en fallo de 21 de noviembre de 2013, la Sección Tercera de esta Corporación sostuvo:

“A partir de la anterior sentencia, la Corporación ha avalado una hermenéutica garantista, que propugna por una protección activa y progresiva de los derechos humanos, lo que supone una prevalencia del derecho internacional sobre el derecho interno, dado el objeto protegido. En ese orden, es posible señalar, en relación con el principio de reparación integral, que este no sólo comprende eventos de graves violaciones de derechos humanos, sino cualquier asunto en el que se juzgue la responsabilidad patrimonial del Estado; Ahora bien, en los casos en los que no esté de por medio una grave violación a derechos humanos, o la vulneración flagrante de un derecho fundamental –en su dimensión subjetiva u objetiva–, la Sala encuentra un marco de acción definido por los principios de congruencia y de no reformatio in pejus; por lo tanto, en estos eventos la parte actora podrá solicitar en la demanda cualquier tipo de medida relacionada con las modalidades en las que se hace materiable este principio de reparación integral, siendo éstas: la restitutio in integrum del daño; medidas de satisfacción; indemnización plena de perjuicios; la rehabilitación, y garantías de no repetición, pero no podrán ser decretadas medidas o pretensiones de oficio.”
 (Negrillas fuera del texto original) 

Aunado a lo anterior, en otra sentencia la Sección Tercera de esta Corporación hizo claridad en cuanto a la órbita de aplicación del principio de reparación integral limitándolo únicamente a su aspecto restaurativo y prohibiendo taxativamente su utilización para circunstancias de tipo indemnizatorias, es decir que, en los eventos en que se presente una grave vulneración de los derechos humanos o fundamentales de una persona, el Juez, incluso de oficio, puede tomar medidas de satisfacción, rehabilitación y garantías de no repetición, pero no reconocer perjuicios materiales o inmateriales, los cuales están amparados bajo los principios de congruencia y no reformatio in pejus. 

“En consecuencia, cuando el juez de lo contencioso administrativo aprecia la vulneración grave de la dimensión objetiva de un derecho, puede adoptar medidas de justicia restaurativa a efectos de que sea reestablecido el núcleo del derecho o interés constitucionalmente protegido, al margen de que el trámite procesal sea el del grado jurisdiccional de consulta o la resolución de un recurso de apelación único. Lo anterior, toda vez que el principio de la no reformatio in pejus, como expresión de la garantía del derecho al debido proceso sólo tiene restricción en la órbita indemnizatoria del principio de reparación integral. En efecto, la jurisprudencia de la Corporación ha precisado que si existe una colisión entre el principio de reparación integral con los principios de congruencia procesal y de jurisdicción rogada, estos últimos deben ceder frente al primero en cuanto concierne a las medidas de satisfacción, rehabilitación, y garantías de no repetición, toda vez que el parámetro indemnizatorio, esto es, el reconocimiento de los perjuicios materiales e inmateriales sí está amparado por los citados principios del proceso que tienden a garantizar el derecho de defensa del demandado.”
 (Negrillas fuera del texto original) 

Lo señalado hasta el momento demuestra con total claridad que el principio de reparación integral no puede ser indebidamente utilizado para amparar pretensiones netamente económicas que no fueron solicitadas en la demanda contentiva de la acción de reparación directa, pues dicho principio tiene una naturaleza eminentemente restaurativa cuando hay una afectación grave de un derecho fundamental o humano y el solo reconocimiento de los perjuicios materiales o inmateriales no es suficiente para salvaguardar el núcleo esencial del derecho violado.

Ahora bien, para la Sala es pertinente resaltar que los artículos 304
 y 305
 del Código de Procedimiento Civil, aplicables a los asuntos de la Jurisdicción Contencioso Administrativa por expresa remisión del artículo 207 del C.C.A., vigente cuando se produjeron los hechos que dieron lugar a la acción de reparación directa, establece que las sentencias que pongan fin a un proceso deben estar acordes con los hechos y las pretensiones de la demanda, pues fue frente a éstos que el accionado tuvo la oportunidad de defenderse y, por lo tanto no es posible condenarlo por cantidades superiores a las pretendidas, ni por causas diferentes a las invocadas desde un inicio.

En el presente caso, sucedió lo que expresamente está prohibido en las normas señaladas y en la extensa Jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, pues el Tribunal Administrativo de Bolívar, no solo confirmó el fallo del a quo en el sentido de condenar al Distrito de Cartagena por la suma de $311.709.724, por concepto de lo pagado por el inmueble adquirido en el remate, en la modalidad de perjuicios materiales, a título de daño emergente, a pesar de que la misma sociedad actora en el proceso de reparación directa manifestó
 que ese no era el objeto o pretensión de la demanda, sino que también lo condenó por la suma de $9.776.416.836, como lucro cesante, a sabiendas de que dicho perjuicio no había sido solicitado, tal y como en el mismo fallo lo reconoció en su parte considerativa
, situación que vulnera ostensiblemente el principio de congruencia que debe regir en estas decisiones y de contera, los derechos fundamentales al debido proceso, defensa y contradicción del ahora actor.

Frente al cumplimiento del principio de congruencia en los fallos proferidos dentro de las acciones de reparación directa, la Sección Tercera ha reiterado:

“En el caso que ahora se decide en segunda instancia, la Sala advierte que la parte actora circunscribió su pretensión indemnizatoria al pago, a favor de los demandantes, de los “daños y perjuicios morales [en] el equivalente en pesos, a un mil gramos de oro puro, al precio que se encuentra en el metal a la fecha de la ejecutoria de la sentencia y de conformidad con la certificación que en tal sentido expida el Banco de la República” (fl. 8 a 9 c 1), pero ocurre que el Tribunal a quo condenó a la entidad demandada al pago de indemnizaciones por concepto de perjuicios materiales y fisiológicos cuya reparación no fue solicitada en la demanda; así se pronunció el fallo en examen: 

“SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración, se condena a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional a pagar a favor, y a título de indemnización total, los siguientes valores expresados en pesos a favor del señor Álvaro Losada Córdoba (cc# 83’055.026 de Guadalupe):

Por perjuicio material      $2’237.683.oo

Por perjuicio moral         $4’980.000.oo

Por perjuicio fisiológico  $6’640.000.oo

Total                              $13’857.683.oo

“Son: Trece millones ochocientos cincuenta y siete mil seiscientos ochenta y tres pesos” (se deja subrayado, fl. 334 c ppal).

Salta a la vista, entonces, que el Tribunal a quo se excedió en la sentencia de primera instancia por cuanto decretó el pago de los perjuicios materiales y fisiológicos, perjuicios que no fueron solicitados por la parte actora en sus pretensiones –quien las limitó al pago de perjuicios morales causados con ocasión de las lesiones personales sufridas por el señor Losada Córdoba–, rompiendo de esta manera el principio de congruencia que debe regir en toda decisión judicial.

(…)

En el presente caso concreto, la Sala encuentra que en la sentencia de primera instancia se desconoció el principio de congruencia que debe inspirar el actuar del juez en la expedición de las providencias y, vulneró, por contera, el derecho fundamental al debido proceso de la demandada, pues al condenar a la entidad demandada al pago de los perjuicios materiales y fisiológicos se incurrió en un típico caso de fallo extra petita. 

Así las cosas, teniendo en cuenta que: i) la tasación de los perjuicios se encuentra íntimamente ligado al análisis de la existencia de la responsabilidad patrimonial y, por tanto, aquella puede ser revisada cuando ésta es objeto del recurso de alzada y que, ii) el juez conductor del proceso es garante de los derechos fundamentales de las partes en el marco del trámite procesal, particularmente del derecho al debido proceso, del cual forma parte esencial el principio de congruencia, es claro entonces que el juez puede y debe decretar de oficio su vulneración; en este orden de ideas, la Sala revocará la sentencia de primera instancia exclusivamente en cuanto se refiere a la condena al pago de la indemnización de los perjuicios materiales y fisiológicos a cargo de la entidad demandada y a favor del demandante, comoquiera que la reparación por tales conceptos no fue solicitada por el actor en su libelo demandatorio.”
 (Negrillas fuera de texto original)

“De acuerdo con el principio de congruencia de las sentencias, consagrado en el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil (modificado por el artículo 1° numeral 135 del Decreto 2282 de 1989), la decisión del juez debe resultar armónica, consonante y concordante con los hechos y las pretensiones formuladas en la demanda, por lo tanto el juez debe pronunciarse con fundamento en las pretensiones expresamente planteadas en la demanda y los hechos descritos en la misma, debiendo existir una adecuación o perfecta simetría entre lo pedido y lo resuelto, que resulta afectada cuando el juez concede más allá de lo pedido (ultra petita); o cuando concede puntos no sometidos al litigio (extra petita), o cuando deja de pronunciarse sobre cuestiones sujetas al proceso (infra o citra petita)”
 (Negrillas fuera de texto original)

“En este orden de ideas, entiende la Sala que el motivo de inconformidad del apelante radica, a su juicio, en el desconocimiento del principio de congruencia entre las pretensiones formuladas en la demanda y lo decidido en el fallo recurrido, por lo que es del caso precisar el alcance del citado principio, de cara a lo expuesto en el recurso de apelación. 

Mediante el principio de congruencia se busca que la sentencia tenga la debida coherencia, de modo que la controversia jurídica sometida a la decisión del juez, encuentra su límite en las pretensiones y hechos aducidos en la demanda y en los exceptivos alegados por el demandado, los que naturalmente serán conocidos desde el momento de la demanda y durante el desarrollo del proceso, para garantizar así a las partes el ejercicio del derecho al debido proceso y a la defensa.

Teniendo en cuenta lo anterior, los jueces deben respetar el principio de congruencia, a fin de evitar que al resolver sobre la cuestión debatida se adopte una decisión ajena a cuanto se ha ventilado a lo largo del proceso y con fundamento en argumentos que, por aparecer solo en la sentencia, no hayan podido ser controvertidos en las correspondientes etapas procesales.

La coherencia que el principio de congruencia persigue ha de darse entre los hechos, las pretensiones y la decisión, lo cual significa que el juez debe resolver todos los aspectos ante él expuestos y, particularmente, en la medida de lo solicitado, mandato que se encuentra consagrado en el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil, en los siguientes términos:

“Artículo 305. Congruencias. La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este Código contempla, y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley. 

No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto distinto del pretendido en la demanda, ni por causa diferente a la invocada en ésta. 

Si lo pedido por el demandante excede de lo probado, se le reconocerá solamente lo último. 

En la sentencia se tendrá en cuenta cualquier hecho modificativo o extintivo del derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse propuesto la demanda, siempre que aparezca probado y que haya sido alegado por la parte interesada a más tardar en su alegato de conclusión, y cuando éste no proceda, antes de que entre el expediente al despacho para sentencia, o que la ley permita considerarlo de oficio”. 

Sobre el sentido de la citada norma, la doctrina nacional ha destacado lo siguiente:

“… aparecen prohibidos dos de los principales yerros en que puede incurrir el juez al pronunciarse y resolver respecto de las pretensiones de la demanda: los fallos extra y ultra petita, expresamente contemplados y también prohibidos en el art. 305 que, en el núm. 2 dispone: “No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto distinto del pretendido en la demanda, ni por causa diferente a la invocada en ésta”, aspectos que analizaré.

En efecto, cuando se condena por cantidad superior a la pedida en la demanda, estamos frente a un fallo ultra petita (más allá de lo pedido), porque, de conformidad con nuestro sistema procesal, el juez no puede imponer prestaciones al demandado por una cantidad superior a la que pidió el demandante, aunque en el proceso se haya demostrado que el valor de las prestaciones es mayor que el establecido en las pretensiones de la demanda, pues se considera que si el demandante pidió determinada suma, así se pruebe cantidad mayor, no desea recibir más de lo solicitado y, por ende, el juez no puede efectuar declaración diferente de esa solicitud”.

De igual manera, la jurisprudencia de la Sección Tercera ha sido cuidadosa en respetar la debida congruencia entre sus decisiones y el petitum formulado en la demanda, muestra de lo cual pueden citarse, entre otros, los siguientes pronunciamientos:

· Sentencia de 10 de agosto de 2005, Radicación número: 17001-23-31-000-1994-04678-01(14678), Consejera ponente: María Elena Giraldo Gómez, oportunidad en la cual se razonó como sigue:

“La demanda solicitó como indemnización del perjuicio el valor, en pesos colombianos, de 1.000 gramos oro para la cónyuge y para cada uno de los hijos de Marco Fidel Quintero Echeverry, que a la fecha de este fallo equivalen a $32’422.220,oo. Ahora: como el valor en pesos colombianos de 100 salarios mínimos resulta superior, a este momento, al valor de 1.000 gramos de oro, en pesos colombianos que pidió la demanda, la Sala, en aplicación del principio de congruencia (art. 305 C. P. C.), limitará las condenas para cada uno de los demandantes a $32’422.220,oo:” 

· Sentencia de 4 de octubre de 2007,  Radicación número: 05001-23-31-000-1991-00789-01(15567), Consejero ponente: Enrique Gil Botero, en donde se precisó:

“En otros términos, la Sala liquidará los perjuicios que se hallen probados en el proceso según los parámetros jurisprudenciales vigentes, pero, en ningún caso, estas sumas podrán superar el monto solicitado en la demanda, una vez realizada la correspondiente indexación de los señalados valores a la fecha de la presente providencia, como quiera que cualquier valor por encima de los mismos supondría desconocer el límite trazado en la causa petendi del libelo petitorio y, en consecuencia, se podría eventualmente transgredir el derecho de defensa de la entidad demandada, amén de un claro y manifiesto quebranto al principio de la congruencia (art. 305 C.P.C.).” 

Teniendo en consideración el anterior contexto jurídico, encuentra la Sala que en el caso concreto, el Tribunal a quo profirió un fallo ultra petita respecto de las condenas cuestionadas por la entidad demandada, en abierta contravía de lo expresamente consagrado en el numeral 2° del artículo 305 del Código de Procedimiento Civil, aplicable al presente caso en virtud de la remisión normativa  señalada  en el artículo 267 del Código Contencioso Administrativo -DL 01 de 1984-, codificación que tal como se expresó anteriormente, resulta aplicable al presente asunto. 

Así las cosas, la censura formulada por la parte apelante tiene vocación de prosperidad, por lo que la Sala procederá a ajustar la tasación de las indemnizaciones, teniendo en cuenta los montos solicitados en la demanda y los lineamientos jurisprudenciales que se han esbozado para esta clase de situaciones.”
 (Negrillas fuera de texto original)

Igualmente, la Corte Constitucional ha sostenido que la inobservancia del principio de congruencia, viola directamente el debido proceso y constituye una vía de hecho que puede ser demandada a través de la acción de tutela, Al respecto, precisó: 

3.4. Y ¿cuál es la razón que justifica, en sede de tutela, la aplicación de un examen sobre la congruencia de un fallo judicial, en los términos referidos? Sin duda, la justificación se encontrará en la función encomendada al juez de amparo de proteger los derechos fundamentales de los individuos: es evidente que la incongruencia, además de sorprender a las partes del proceso, las sitúa en una situación de indefensión que, de subsistir, pese a la interposición de los recursos, y con mayor razón cuando éstos no caben o se han propuesto infructuosamente, ‘se traduce inexorablemente en la violación definitiva de su derecho de defensa (artículo 29 C.P.)’. Además, el principio de congruencia es una manifestación concreta de un valor constitucional supremo que limita el ejercicio de todo poder público.  En una democracia constitucional, quien es investido de autoridad no detenta un poder nudo y propio, sino que adquiere la responsabilidad de servir a los asociados y contestar a sus demandas dando razones que demuestren que su acción no es caprichosa, arbitraria o desviada (artículos 1 y 2 de la C.P.). Cuando esa autoridad es jurisdiccional la exigencia que pesa sobre el funcionario, por las facultades que tiene de afectar derechos individuales y por su misión de garante del Estado Social de Derecho, es mayor en la medida en que las razones que debe dar para justificar sus decisiones deben ser construidas y articuladas de manera mucho más rigurosa que la de los órganos políticos. Ese esfuerzo de construcción y articulación está delimitado por el debido proceso. El principio de congruencia es, entonces, un elemento del debido proceso (artículo 29 C.P.) en la medida que impide determinadas decisiones porque su justificación no surge del proceso por no responder en lo que en él se pidió, debatió, o probó” (negritas fuera de texto original)
.

Los precedentes jurisprudenciales transcritos demuestran con suficiencia que el Tribunal Administrativo de Bolívar falló por fuera de lo pedido, al reconocer perjuicios y montos económicos que no fueron solicitados en las pretensiones de la demanda, por lo tanto se violaron ostensiblemente los principios de congruencia y justicia rogada y de contera, los derechos fundamentales al debido proceso, defensa y contradicción del actor.

Por otra parte, para sustentar el reconocimiento de unos perjuicios no solicitados en la demanda, el Tribunal Administrativo de Bolívar, además de invocar la aplicación del principio de la reparación integral, que, como ya se explicó, no tenía cabida jurídica en este caso, le dio prevalencia a una regla contenida en el artículo 1731 del Código Civil, que establece la forma como debe repararse el daño, sobre el principio de congruencia y de justicia rogada que rige en la Jurisdicción Contencioso Administrativa, lo que también constituye una evidente vulneración del debido proceso del ahora tutelante.

La regla referida por el Tribunal Administrativo de Bolívar establece que el daño debe ser reparado con el reconocimiento tanto del daño emergente, como el lucro cesante; sin embargo, en la Jurisdicción Contencioso Administrativa, éstos deben ser solicitados como pretensiones de la demanda, pues el Juez no tiene la facultad para reconocerlos de oficio, como equivocadamente se hizo en el presente caso, prueba de ello son las innumerables sentencias en las que la Sección Tercera revoca dichas decisiones por vulnerar el principio de congruencia.  

Finalmente, la Sala advierte que el objeto inicial de la acción de reparación directa fue el reconocimiento de unos valores causados por la demora en la entrega de un bien inmueble que la Sociedad Medical Universal Solutions S.A. MUNSO S.A., había adquirido del Distrito de Cartagena, en desarrollo de un remate llevado a cabo dentro de un proceso de Jurisdicción Coactiva, por lo tanto, en la mitad del proceso no era posible sorprender al demandado con un fallo en el que se reconocían perjuicios no pedidos en la demanda, con fundamento en hechos nuevos que cambiaban por completo el objeto de la misma.

En efecto, no es de recibo el argumento expuesto por el tercero interesado en su escrito de intervención, en el sentido de justificar la condena del Tribunal Administrativo del Bolívar, por el simple hecho de que se profirió un fallo dentro de un proceso de pertenecía que generaba unos perjuicios adicionales a los que se habían solicitados en la demanda y que por lo tanto debían ser reconocidos dentro del mismo, ya que de ser aceptada esa posición, se estaría vulnerando abiertamente el derecho de defensa y contradicción del Distrito de Cartagena, quien en el transcurso del proceso controvirtió unos hechos y unas pretensiones totalmente diferentes.

Para la Sala, una cosa es traer a un proceso contentivo de una acción de reparación directa, un hecho sobreviniente o nuevo que sirva para demostrar la ocurrencia del daño, el nexo de causalidad o la culpa de la entidad, lo cual sería eventualmente aceptable, si se cumplieran los requisitos contemplados en la normativa para tal situación, y otra cosa muy distinta es pretender que con fundamento en ese hecho, se cambien abruptamente las pretensiones y se reconozcan oficiosamente perjuicios no expuestos ni solicitados en la demanda.

Igualmente, es importante advertir que en la demanda no se intentaban demostrar los daños producidos por la perdida del bien, pues esta situación ni siquiera había acaecido al momento de instaurarla, de suerte que el Tribunal Administrativo de Bolívar no podía utilizar ese hecho para estructurar una condena. 

En el caso estudiado, si la Sociedad Medical Universal Solutions S.A. MUNSO S.A., considera que la pérdida del bien le genera un daño antijurídico frente al cual debe responder la Administración, puede interponer otra acción de reparación directa, pues la que se encontraba en curso en el Tribunal Administrativo de Bolívar tenía unos fundamentos fácticos y jurídicos totalmente distintos.

Lo anterior no significa que la pérdida material del bien a manos de unos terceros que adquirieron su dominio por prescripción, no le hubiese ocasionado un eventual daño a la referida sociedad, sino que esta situación debía ventilarse en un proceso diferente, que necesariamente tendría otros hechos, otras pretensiones, otros fundamentos de derecho e incluso otra caducidad.  

Teniendo en cuenta lo expuesto, para la Sala es evidente que el Tribunal Administrativo de Bolívar, inexplicablemente se apartó del cumplimiento del principio de congruencia extensamente reiterado por la Sección Tercera de esta Corporación y profirió una sentencia extra petita, en la que reconoció perjuicios que no habían sido solicitados en la pretensiones de la demanda por la Sociedad Medical Universal Solutions y que sorprendieron en segunda instancia al Distrito de Cartagena de Indias, quien no posee otro mecanismo de defensa judicial distinto a la presente acción de tutela para proteger sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa y contradicción. 

Los razonamientos precedentes conducen a la Sala a amparar los derechos fundamentales invocados, por lo tanto se dejará sin efecto el fallo de 9 de agosto de 2013, notificado por edicto desfijado el 10 de octubre de la misma anualidad, proferido por el Tribunal Administrativo de Bolívar y, se le ordenará dictar una sentencia de reemplazo dentro del término de cuarenta (40) días, contados a partir de la ejecutoria de la presente decisión, que atienda los principios de congruencia y de justicia rogada, ampliamente desarrollados por la Jurisprudencia de la Sección Tercera de esta Corporación, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de la presente providencia.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley.

F A L L A:
PRIMERO: AMPÁRANSE los derechos fundamentales al debido proceso, defensa y contradicción del actor. En consecuencia, DEJÁSE SIN EFECTO la sentencia de 9 de agosto de 2013, proferida por el Tribunal Administrativo de Bolívar, y en su lugar, se dispone: ORDÉNASE al citado Tribunal que profiera una nueva providencia, dentro del término de cuarenta (40) días, contados a partir de la ejecutoria de la presente decisión, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva.

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto Ley 2591 de 1991.

TERCERO: En caso de que esta providencia no sea impugnada y  quede en firme, REMÍTASE el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión y DEVUÉLVASE el original del proceso objeto de la presente acción al Juzgado de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Se deja constancia de que la anterior providencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala, en la sesión del día 17 de julio de 2014.
GUILLERMO VARGAS AYALA

Presidente

Ausente con permiso

MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ

MARÍA  CLAUDIA  ROJAS  LASSO

MARCO ANTONIO VELILLA MORENO
� Folios 2 y 3 Cuaderno núm. 1 de la acción de reparación directa.


� Sentencia de 21 de noviembre de 2013. Expediente 1998-02368 (29764). Magistrado Ponente Doctor Enrique Gil Botero.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 19 de agosto de 2009, Expediente. 18364, Magistrado Ponente Doctor Enrique Gil Botero.


� ARTÍCULO 304. Contenido de la sentencia. En la sentencia se hará una síntesis de la demanda y su contestación. La motivación deberá limitarse al examen crítico de las pruebas y a los razonamientos legales, de equidad y doctrinarios estrictamente necesarios para fundamentar las conclusiones, exponiéndolos con brevedad y precisión, y citando los textos legales que se apliquen.


La parte resolutiva se proferirá bajo la fórmula "administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley"; deberá contener decisión expresa y clara sobre cada una de las pretensiones de la demanda, las excepciones, cuando proceda resolver sobre ellas, las costas y perjuicios a cargo de las partes y sus apoderados, y demás asuntos que corresponda decidir, con arreglo a lo dispuesto en este código.


La redacción de toda sentencia deberá iniciarse en folio que no contenga actuación alguna, ni escrito de las partes, y de ella se dejará copia en el archivo de la secretaría.





� ARTÍCULO 305. Congruencias. La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este código contempla, y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley.


No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto distinto del pretendido en la demanda, ni por causa diferente a la invocada en ésta.


Si lo pedido por el demandante excede de lo probado, se le reconocerá solamente lo último.


En la sentencia se tendrá en cuenta cualquier hecho modificativo o extintivo del derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse propuesto la demanda, siempre que aparezca probado y que haya sido alegado por la parte interesada a más tardar en su alegato de conclusión, y cuando éste no proceda, antes de que entre el expediente al despacho para sentencia, o que la ley permita considerarlo de oficio.


� Página 382. Cuaderno 2 del expediente contentivo de la acción de reparación directa. Recurso de apelación de la Sociedad Medical Universal Solutions S.A. MUNSO S.A. contra el fallo de primera instancia: “…aparte esto, tiene otra particularidad el caso bajo estudio, que exigía del fallador la necesidad de interpretar la demanda, lo cual no hizo, porque como se puede observar en el acápite de pretensiones de la demanda, no se está reclamando en ninguna parte, la devolución del dinero pagado como precio, sino lo dejado de producir por ese dinero…” Página 383: “…no se perseguía con la demanda fallada, que le restituyera indexado lo que invirtió en la compra del inmueble, por eso ni siquiera lo pidió en la demanda…” 


� Página 25 de la Sentencia de 9 de agosto de 2013 del Tribunal Administrativo de Bolívar, expresamente manifestó: “En este caso es necesario precisar que las utilidades reclamadas ahora por la sociedad MEDICAL UNIVERSAL SOLUTIONS S.A. no se incluyen en el petitum de la demanda, de donde podría concluirse que no es posible acceder al estudio de tal pretensión si la misma no fue objeto de debate procesal; no obstante, es la regla contenida en el art. 1731 del C.C., ya citada, la que dispone la forma como debe repararse el daño causado a la demandante, a saber, reconociendo el precio de la cosa debida y la correspondiente indemnización del perjuicio, que incluye el daño emergente y el lucro cesante, lo que encuentra respaldo principialistico en la máxima iura novir curia, conforme con el cual le corresponde al juez declarar el derecho ante la exposición de hechos de las partes, y el respaldo legal en el art. 16 de la Ley 446 de 1998 que autoriza la reparación integral del daño.


� Consejo de Estado. Sentencia de 14 de marzo de 2013. Expediente núm. 1994-07760 (26078). Magistrado Ponente Doctor Mauricio Fajardo Gómez. 


� Consejo de Estado. Sentencia de 9 de diciembre de 2011, Expediente núm. 20410, Magistrado Ponente Doctor Danilo Rojas Betancourth. 


� Consejo de Estado. Sentencia de 17 de abril de 2013. Expediente 2002-02051 (36566). Magistrado Ponente Doctor Hernán Andrade Rincón.


� Corte Constitucional. Sentencia T-450 de 4 de mayo de 2001, Magistrado Ponente Doctor Manuel José Cepeda.





